ACCIÓN DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 71
RADICACIÓN: 66001311800220190010701

ACCIONANTE: LUCY AMANDA GÓMEZ PATIÑO 
SE CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / TÉRMINO PARA RESPONDER / LA RESPUESTA FUNDADA EN REGLAMENTOS INTERNOS DE LA ENTIDAD ACCIONADA ES VÁLIDA.
El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión que se produzca. (…)
La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.” (…)

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela, se advierte que lo solicitado por la señora LUCY GÓMEZ por medio de apoderado judicial, consiste en que se dé respuesta de fondo al derecho de petición que se radicó ante COLPENSIONES en abril 16 de 2019, por medio del cual pidió que se le informe en qué fecha se incluirá en nómina el pago de los intereses moratorios del retroactivo pensional y las costas procesales reconocidas en el proceso ejecutivo. (…)
… COLPENSIONES expidió la Resolución No 343/17 por medio de la cual se reglamenta el trámite interno de las peticiones, quejas y reclamos que se presentan ante dicha entidad, y en efecto en el artículo 16, numeral VIII, y con base en los artículos 192 y 195 el CPACA, dispuso un término de 10 meses para el cumplimiento de fallos judiciales por condenas consistentes en el pago o devolución de sumas de dinero.

En ese orden de ideas, se observa que la respuesta brindada por COLPENSIONES se ajustó a su reglamento interno, y bajo ese parámetro dio respuesta a la petición; por tanto, no se puede aseverar que existe una actitud evasiva por parte del fondo de pensiones. La inconformidad del apoderado judicial de la señora LUCY GÓMEZ en cuanto a los 10 meses para incluir en nómina a la accionante, es improcedente discutirse a través de esta acción constitucional, como quiera que ese reglamento interno que se tiene como acto administrativo que es, goza de presunción de legalidad.
                       REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                   PEREIRA-RISARALDA 
                                       RAMA JUDICIAL 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA N º  2 DE ASUNTOS penales 

           para adolescentes 

             Magistrado Ponente 


     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintinueve (29) de julio de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación N° 339
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la señora LUCY AMANDA GÓMEZ PATIÑO, frente al fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada contra la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-.

2.- DEMANDA 

Los hechos que plantea el apoderado judicial se pueden sintetizar de la siguiente manera: (i) en julio 6 de 2018 presentó demanda ejecutiva que correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, con el fin de que COLPENSIONES pague la suma adeudada por concepto de intereses moratorios, respecto del retroactivo que fue reconocido mediante resolución GNR 25991 de septiembre 1 de 2016; (ii) el juzgado ordenó librar mandamiento de pago por valor de $7.896.199.oo, y condenó a COLPENSIONES a las costas procesales; (iii) ante el incumplimiento a la condena radicó ante el Fondo de Pensiones derecho de petición en abril 16 de 2017, en el cual solicitó información de forma clara y precisa de cuándo sería incluida en nómina el retroactivo adeudado y las costas procesales; (iv) la entidad le informó que lo haría dentro del término de diez (10) meses, pero no se trata de una providencia de la jurisdicción contenciosa administrativa, sino de la jurisdicción ordinaria laboral; y (v) la respuesta de COLPENSIONES es evasiva, y no corresponde a la realidad.    
Solicitó en consecuencia que se ordene a la entidad accionada resolver de fondo, en forma clara y precisa y sin ningún tipo de dilación el derecho de petición radicado en abril 16 de 2019.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

- Recibida la demanda, el despacho la admitió y corrió traslado a la entidad accionada, la cual guardó silencio.
- Mediante providencia de junio 25 de 2019 el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes negó el amparo del derecho fundamental de petición, y para ese efecto argumentó que COLPENSIONES en el comunicado de abril 26 de 2019 dio respuesta a lo pedido, e informó de manera clara, precisa y congruente que “el trámite de sentencia judicial tiene un término de respuesta de 10 meses”, con base en la reglamentación interna de la entidad.

4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado judicial de la señora LUCY GÓMEZ inconforme con esa determinación presentó escrito por medio del cual impugnó la sentencia y manifestó que la respuesta rendida por COLPENSIONES no resuelve de fondo, ni de manera clara y precisa el derecho de petición. El término de 10 meses que dispuso la entidad para resolver la petición va en contra vía de lo dispuesto por el artículo 9 de la ley 797 de 2003 que fija un plazo de 4 meses. La respuesta del Fondo de Pensiones afecta igualmente los derechos constitucionales al debido proceso y acceso a la información.

Solicita que se ordene a COLPENSIONES brindar una respuesta clara y precisa, e indique en qué fecha será incluida en nómina el pago de la sentencia judicial.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, y 1º del Decreto 1382/00 modificado por los Decretos 2591/91 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo del derecho fundamental de petición que reclama la señora LUCY AMANDA GÓMEZ PATIÑO por medio de apoderado judicial. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la respuesta sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión que se produzca. A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición
.

Ha de entenderse entonces, que existe vulneración del núcleo esencial de este derecho cuando la entidad correspondiente no emite una repuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a la noción de pronta resolución, o cuando la supuesta respuesta se limita a evadir la petición planteada al no dar una solución de fondo al asunto sometido a su consideración.

Es necesario precisar que dada la naturaleza del derecho de petición, y por tratarse de un aspecto que toca directamente con su núcleo esencial, corresponderá única y exclusivamente al legislador fijar los términos dentro de los cuales los distintos entes han de resolver las solicitudes que en interés general o particular le sean presentadas. Términos que, en atención a la esencia misma de los temas que le dan origen, deben ser razonables a efectos que la respuesta, en sí misma considerada, pueda satisfacer los requerimientos formulados.

La fijación de esos plazos estará determinada por la naturaleza del asunto en controversia, en consecuencia, han de tenerse en cuenta los trámites que debe agotar la entidad correspondiente para contestar en debida forma la petición. En este sentido, los principios de razonabilidad y proporcionalidad juegan un papel preponderante con el fin de darle contenido a la expresión “pronta resolución” que consagra la Constitución
. 

La Ley 1755/15 en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” En la sentencia SU-975/03 la H. Corte Constitucional precisó que el término de 15 días aplica también para la resolución de recursos frente a los actos administrativos que definen reconocimientos pensionales.

Ese término es de obligatorio acatamiento, aunque puede ser ampliado de forma excepcional cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado no puede dar respuesta en ese lapso. En ese evento, así habrá de informárselo al peticionario indicándole además de las razones que la llevan a no responder a tiempo, la fecha en que se estará dando una contestación que satisfaga el segundo aspecto del derecho de petición, cuál es la respuesta de fondo
. 

De conformidad con la situación fáctica planteada en el escrito de tutela, se advierte que lo solicitado por la señora LUCY GÓMEZ por medio de apoderado judicial, consiste en que se dé respuesta de fondo al derecho de petición que se radicó ante COLPENSIONES en abril 16 de 2019, por medio del cual pidió que se le informe en qué fecha se incluirá en nómina el pago de los intereses moratorios del retroactivo pensional y las costas procesales reconocidas en el proceso ejecutivo.

El juez de instancia al analizar el caso concreto decidió negar el amparo, por cuanto la entidad emitió una respuesta de fondo y completa a la petición elevada, como quiera que le indicó a la accionante que: “el trámite de cumplimiento de sentencia judicial tiene un término legal de respuesta de 10 meses”; por tanto, se analizará si efectivamente lo comunicado por COLPENSIONES se puede considerar como una respuesta coherente a la información solicitada por la señor LUCY GÓMEZ.

Para resolver la petición, COLPENSIONES se apoyó en las leyes 1437/11 y 1755/15, el Decreto 1166/16, y la Resolución 343/17 –por mediante de la cual se reglamenta el trámite interno en COLPENSIONES de las peticiones, quejas, reclamos y sugerencias-. Sin embargo, el apoderado de la accionante señala que la entidad no puede ceñirse al Código Contencioso Administrativo, sino a las normas del procedimiento ordinario laboral y en el Decreto 797/03, el cual dispone un término de cuatro (4) meses para que los fondos de pensiones adopten las medida necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales.

De acuerdo con lo anterior, surge el siguiente interrogante: ¿es evasiva o confusa la respuesta que le brindó COLPENSIONES a la señora LUCY GÓMEZ? Para dilucidar lo anterior, se recordará que el artículo 4º de la Ley 700/01 dispone un término de cuatro (4) meses para que los fondos de pensiones den respuesta a las peticiones pensionales, y de seis (6) meses para el reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales. Dichos plazos fueron reiterados por la Corte Constitucional en la sentencia T-273/16. Por su parte, el inciso segundo del artículo 192 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, señala: “Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad obligada”.
Adicionalmente, COLPENSIONES expidió la Resolución No 343/17 por medio de la cual se reglamenta el trámite interno de las peticiones, quejas y reclamos que se presentan ante dicha entidad, y en efecto en el artículo 16, numeral VIII, y con base en los artículos 192 y 195 el CPACA, dispuso un término de 10 meses para el cumplimiento de fallos judiciales por condenas consistentes en el pago o devolución de sumas de dinero.

En ese orden de ideas, se observa que la respuesta brindada por COLPENSIONES se ajustó a su reglamento interno, y bajo ese parámetro dio respuesta a la petición; por tanto, no se puede aseverar que existe una actitud evasiva por parte del fondo de pensiones. La inconformidad del apoderado judicial de la señora LUCY GÓMEZ en cuanto a los 10 meses para incluir en nómina a la accionante, es improcedente discutirse a través de esta acción constitucional, como quiera que ese reglamento interno que se tiene como acto administrativo que es, goza de presunción de legalidad.

Precisamente acerca de la presunción de legalidad, la Corte Constitucional en sentencia T-682/11, sostuvo: “Ante actos administrativos, amparados por la presunción de legalidad, que generen inconformidad por sus efectos, considerados como ilegítimamente nocivos, la preceptiva vigente permite acudir a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo; consecuentemente, si la legalidad de los actos reprochados no ha sido cuestionada ante el juez previsto al efecto, no es la acción de tutela el medio idóneo para encauzar pretensiones no reclamadas apropiadamente”.
En consecuencia, se puede concluir que: (i) la respuesta brindada por la entidad a la señora LUCY GÓMEZ fue oportuna; (ii) la misma fue puesta en conocimiento de la accionante; (iii) es clara en indicarle a la interesada cuál es el término que dispone para hacer efectivo el pago de los intereses moratorios y costas procesales reconocidas por medio de sentencia judicial; (iv) en este evento, es improcedente por la vía de la acción de tutela discutir la legalidad del término dispuesto en la Resolución No 343/17, salvo que se trate de alguno de los presupuestos que fijó la Corte Constitucional en la sentencia T-048/19, la cual es inaplicable en este asunto como quiera que nada se acreditó al respecto; y (v) el juez de tutela no puede cambiar los procedimientos y términos internos de COLPENSIONES, y menos aún insinuar la respuesta que debe brindar frente a un específico derecho de petición.

Así las cosas, se confirmará la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, por medio de la cual se negó el amparo del derecho fundamental de petición reclamado por la señora LUCY AMANDA GÓMEZ PATIÑO.
6.- DECISIÓN 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión N° 2 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA
PRIMERO: SE CONFIRMA la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, por medio de la cual se negó el amparo del derecho fundamental de petición reclamado por la señora LUCY AMANDA GÓMEZ PATIÑO.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y CÚMPLASE,

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     DUBERNEY GRISALES HERRERA 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA
Secretario

� Por ejemplo, en la sentencia T-043 del veintinueve (29) de enero de dos mil nueve (2009), M.P. Dr. Nilson Pinilla Pinilla.





� Sentencias T-392/97 y T-672/97.


� T-076/95, al igual que en las sentencias T-353/97, T-672/97, T-308/98, T-310/98.
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